	Fecha
	26 de diciembre de 1967
	Sesión número
	68

	Motivo: Amparo

	Recurrente: IRENE CASTRO BONILLA Y MIREYA E IRMA - TAMBIÉN CASTRO BONILLA

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alegan las recurrentes que son dueñas de finca sita en Mata Redonda, dividida en dos porciones siendo la primera la parte cultivada de café y destinada en un futuro a formar la carretera de circunvalación, la cual ni se les paga y adquiere por el Estado, ni se les permite disponer libremente de él. Que el Ministerio de Transportes, contra lo expresamente dispuesto por el artículo 45 de la Constitución Política, ha tomado posesión arbitraria del terreno y nos ha ocasionado serios perjuicios al destruir en parte el cafetal existente en el inmueble.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que Inspectores de Vialidad informaron que una faja de terreno destinada a Carretera de Circunvalación ubicada en la finca de propiedad de las recurrentes, se usaba como centro de drogadictos. Que se envió una cuadrilla de mantenimiento para proceder a la limpieza de los terrenos, respetando desde luego todos los cultivos hechos. Que en esa sección se están llevando a cabo estudios de topografía para la misma carretera de Circunvalación mencionada, y es necesario hacer trabajos de limpieza, para aplicación de los teodolitos y miras, de conformidad con el artículo 38 de la ley número 1851 de 28 de febrero de 1955, que prevé los procedimientos de indemnización en caso de que durante los trabajos se cause algún daño.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Basado el recurso en la alegada violación del artículo 45 de la Constitución Política, de los autos no se desprende que a los recurrentes se les haya pretendido privar de su propiedad en forma arbitraria, ni que el Estado haya tomado posesión del terreno referido en el dicho recurso, sino que tan sólo se está en presencia de una actitud permitida por el artículo 38 de la ley N° 1851 de 28 de febrero de 1955.


N° 68
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiséis de diciembre de mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós,  Calzada, Coto, Jacobo, Jiménez, Retana, Bejarano, Soto, Fernández, Sanabria, Trejos y Odio.
Artículo XXIX
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por Mario Chanto Hernández, como apoderado generalísimo de Irene Castro Bonilla, y Mireya e Irma, también Castro Bonilla, contra el señor Ministro de Transportes, Ingeniero José Joaquín Rodríguez Calvo, con base en las siguientes razones:
“a) Las tres hermanas Castro Bonilla son condueñas de la finca inscrita en Propiedad, Partido de San José, tomos mil treinta y uno y mil cuatrocientos sesenta y siete, folio respectivamente ochenta y cinco y doscientos setenta y seis, finca número ochenta y un mil seiscientos dos que es terreno para construir y cultivado de café, sito en Mata Redonda, Distrito noveno del Cantón Primero de San José, dividido en dos porciones siendo la primera porción para lo que interesa en este recurso, la parte cultivada de café y destinada en un futuro a formar la carretera de circunvalación.

En diversas oportunidades nos hemos dirigido al Ministerio de Transportes en demanda de, o que se nos pague la faja de terreno destinada a esa carretera, o se nos deje en libertad de disponer del terreno que se destinó, por ese Ministerio, a esa construcción.  Todos nuestros empeños han sido inútiles y ni se nos paga y adquiere por el Estado ese terreno, ni se nos permite disponer libremente de él.

Resulta ahora que el día miércoles veintidós de los corrientes se presentó al lugar una cuadrilla del Ministerio de Transportes al mando del señor Ferreol Arguedas Díaz cuyas calidades y domicilio ignoro, pero que es empleado del Ministerio de Transportes y junto con los trabajadores que llevaba de ese Ministerio, comenzó a limpiar el terreno y a destruir el cafetal existente en esa faja de terreno.  El Ministerio de Transportes, sin previo pago y contra lo expresamente dispuesto por el artículo 45 de la Constitución Política y 30 de la Ley General de Caminos Públicos, ha tomado posesión arbitrariamente del terreno y nos ha ocasionado serios perjuicios al destruir en parte el cafetal existente en el inmueble privándonos de la recolección de la cosecha de café ya casi lista para ese fin.  Los actos ejecutados por la cuadrilla de Transportes demuestran a las claras, que el Ministerio, incumpliendo los preceptos legales mencionados, pasando por encima del artículo constitucional mencionado, ha tomado para sí la parte de la finca que nos pertenece, sin pagar previamente la indemnización del caso. PRUEBAS: Que los testigos señores Margarita Castro González, Santos Castro Castro, Diego Castro Bonilla, y Ferreol Arguedas Díaz, todos mayores y vecino de aquí declaren cómo es cierto que el miércoles veintidós del mes de noviembre en curso, una cuadrilla de fomento al mando del último de los testigos, se introdujo a la parte de nuestra finca que siempre se ha tenido como destinada a la carretera de circunvalación e iniciaron la limpia del terreno, destruyendo parte del cafetal existente en el inmueble.  Lo propio declararán los testigos señores Olivier Hernández Hernández, Rosa María Barquero Solano, Ernesto Cubillo Cubillo, Luis Brenes Rojas y José Madrigal Aguilar, todos mayores y de este domicilio.
Por todo lo expuesto y de conformidad con las disposiciones de la ley de Amparo vigente, vengo a interponer el presente recuso de Amparo contra el ministro de Transportes ingeniero José Joaquín Rodríguez Calvo, mayor, casado, ingeniero y vecino de Moravia, cuyo nombramiento y aceptación constan por publicación en el Diario Oficial, para que en sentencia se declare que el citado Ministerio debe restituirnos la posesión inmediata de la faja ocupada; en lo futuro debe también de abstenerse de ejecutar los actos de dominio sobre la misma y que debe pagarnos los daños y perjuicios ocasionados, todo de conformidad con las disposiciones del artículo 15 de la mencionada Ley de Amparo”.


El señor Ministro de la Presidencia, Ingeniero Arquitecto don Diego Trejos Fonseca, encargado de la Cartera de Transportes, contestó el informe que se le pidió al respecto, en los siguientes términos:


“El Ministerio de Transportes tuvo informes de vecinos y de Inspectores de Vialidad de que, en una faja de terreno destinada a Carretera de Circunvalación ubicada entre dos porciones de la finca de propiedad de las recurrentes sita en Mata Redonda, distrito noveno del cantón Central de San José, se estaban cometiendo actos contrarios a las buenas costumbres e inclusive se usaba como centro de drogadictos y otros delincuentes similares.


Ante esa situación agravada por la cantidad de hogares que hay, colindantes con la referida faja (es una finca urbanizada), se procedió a enviar una cuadrilla de mantenimiento del Ministerio, para proceder a la limpieza (chapia) de los terrenos, respetando desde luego todos los cultivos hechos.  Los trabajos se efectuaron de esta forma y una vez que se terminaron los trabajadores fueron trasladados a su lugar de origen.  No se ha pretendido ni se pretende poseer terrenos que no nos pertenecen, ni causar daños a cultivos.  Nos limitamos a quitar el monte allí existente y nada más.


2) Ahora bien, en esa misma sección se están llevando a cabo estudios de topografía para la misma carretera de Circunvalación mencionada.  Es lo que se conoce como Replanteo de la Línea de centro.  En estos estudios, es necesario hacer carriles y otros trabajos de limpieza, para aplicación de los teodolitos y miras como lo exige la técnica más elemental.


Estos trabajos son conocidos y aceptados por los que en autos gestionan y mal podría ser objeto o causa para entablar un recurso de amparo por vía del artículo 45 de la Constitución Política.  En estos casos estamos a lo manifestado textualmente por el artículo 38 de la ley número 1851 de 28 de febrero de 1955 que a la letra dice: “Ningún propietario o poseedor, podrá oponerse a que se practiquen dentro de su propiedad estudios necesarios para la apertura, rectificación, conservación o mejora de caminos públicos, y si tales estudios causaren algún daño, será indemnizado sin demora.-  En todo caso, la entidad respectiva o el funcionario o delegado comisionado para practicar los estudios, notificarán al interesado la fecha en la cual se entrará en su propiedad, a fin de que se presencie las diligencias, si lo desea…”


Es la Asesoría Legal de Vialidad la que, previo informe de los funcionarios sobre los daños causados, proceden a la tramitación del pago por daños ocasionados.  Esto en un procedimiento común y de conocimiento general.  Si por cualquier circunstancia conocida o desconocida por este Despacho, se hubieren cometido o causado daños, tenga la plena seguridad la Honorable Corte, de su reconocimiento sin demora a tenor de lo ordenado por la ley.  Nuestro mejor testigo en cuanto a la veracidad de lo anteriormente manifestado son nuestros propios actos, en todo momento apegados a los más rigurosos principios de Equidad y del Derecho.

Mal hacen las recurrentes al plantear recursos de esta índole tan especiales, para gestionar ante la Corte a sabiendas, de que no ha habido intención del Ministerio de poseer los terrenos ni de causar daños a su propiedad. Y, que si se estuviere en el caso señalado en el artículo 38 de la Ley General de Caminos, el procedimiento está esbozado en la misma ley y es, valga la aclaración, aplicado de oficio por el Ministerio.


Creo que lo anterior es suficiente para dejar en el ánimo de los juzgadores nuestro acendrado apego a nuestro ordenamiento jurídico y demostrado igualmente la inconsistencia de los argumentos de la parte actora.”


Previa la discusión del caso, se resolvió:  declarar sin lugar el recurso, porque basado éste en el artículo 45 de la Constitución Política, de los autos no se desprende que a los recurrentes se les haya pretendido privar de su propiedad en forma arbitraria, ni que el Estado haya tomado posesión del terreno referido en el dicho recurso, sino que tan sólo se está en presencia de una actitud permitida por el artículo 38 de la ley N° 1851 de 28 de febrero de 1955, que es amplio en cuanto a las facultades que otorga al órgano público correspondiente para practicar los estudios necesarios para la apertura, rectificación, conservación o mejora de caminos públicos.  Y en cuanto a los posibles daños, verdaderamente dudosos en cuanto a su alcance, de acuerdo con la prueba recibida existe el ofrecimiento de pagar de inmediato cualquiera que se les hubiera irrogado.  Además tanto de las manifestaciones hechas por el Ministerio como de los testimonios que ahora constan en autos, se ve que sí es cierto que en los lugares limpiados, gentes de malas costumbres se introducían a realizar actos contrarios a la moral, que se ha evitado con el trabajo hecho y con un vigilante que al efecto se ha puesto para cuidad y evitar que eso siga sucediendo.

